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Mihura Estrada, Ricardo y otros c/ Colegio 
Público de Abogados de la Capital Federal s/ 
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Corte Suprema de Justicia de la Nación 
 

 
 
 

 

 Vistos los autos: “Mihura Estrada, Ricardo y otros c/ 

Colegio Público de Abogados de la Capital Federal s/ amparo ley 

16.986”. 

 Considerando: 

  Que esta Corte comparte las consideraciones del 

dictamen del señor Procurador Fiscal de la Nación, a cuyos 

términos cabe remitir en razón de brevedad (doctrina de Fallos: 

335:2393). 

 Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el señor 

Procurador Fiscal, se declara admisible el recurso 

extraordinario y se confirma la sentencia apelada. Con costas. 

Notifíquese y, oportunamente, devuélvase. 

         VO-//- 
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Buenos Aires, 18 de Marzo de 2021



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

-//-TO DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON CARLOS FERNANDO 

ROSENKRANTZ 

 Considerando: 

  Que esta Corte comparte las consideraciones del 

dictamen del señor Procurador Fiscal, a cuyos términos cabe 

remitir por razones de brevedad (Fallos: 335:2393). 

  La naturaleza pública del Colegio Público de Abogados 

de la Capital Federal ha sido afirmada por esta Corte en 

diversos precedentes (Fallos: 308:987, “Ferrari”, y 315:1830, 

“Colegio Público de Abogados de Capital Federal”). En 

particular, en el segundo de los precedentes citados, esta Corte 

afirmó que la entidad funciona con el carácter, derechos y 

obligaciones de las personas de derecho público, cumpliendo un 

cometido administrativo para el que lo habilita su ley de 

creación, actuar que se rige por la ley 23.187 y supletoriamente 

por la ley 19.549 —que rige con carácter general los 

procedimientos administrativos ante la Administración Pública 

Nacional centralizada y descentralizada—. Por otro lado, agregó 

que el Colegio Público de Abogados de la Capital Federal no es 

una asociación (art. 14, Constitución Nacional) que se integra 

con la adhesión libre y espontánea de cada componente, sino una 

entidad destinada a cumplir fines públicos que originariamente 

pertenecen al Estado y, que este por delegación circunstanciada 

normativamente, transfiere a la institución que crea para el 

gobierno de la matrícula y el régimen disciplinario de todos los 
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abogados de la Capital Federal, como auxiliares de la 

administración de justicia.  

  La jurisprudencia de esta Corte que ha determinado la 

naturaleza pública del Colegio Público de Abogados de la Capital 

Federal exige, entonces, la publicidad de sus estados contables. 

 Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el señor 

Procurador Fiscal, se declara admisible el recurso 

extraordinario y se confirma la sentencia recurrida. Con costas. 

Notifíquese y, oportunamente, devuélvase. 
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Recurso extraordinario interpuesto por Jorge Gabriel Rizzo, en su carácter de 
Presidente del Colegio Público de Abogados de la Capital Federal, parte 
demandada, con el patrocinio letrado de los Dres. Juan Pablo Echevarría y 
Darío Ángel Russo.  

Traslado contestado por los Dres. Ricardo Mihura Estrada y Pedro Pablo 
Pusineri, parte actora, letrados en causa propia. 

Tribunal de origen: Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso 
Administrativo Federal, Sala III. 

Tribunal que intervino con anterioridad: Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Contencioso Administrativo Federal n° 5. 
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s U P r e m a C o r t e: 

-1-

La Sala III de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 

Contencioso Administrativo Federal revocó la sentencia del juez de primera 

instancia que había declarado abstracta la cuestión debatida en la presente causa, 

y resolvió hacer lugar a la acción de amparo interpuesta por el señor Ricardo 

Mihura Estrada y otros --en su carácter de abogados matriculados y delegados 

titulares de la Asamblea de Delegados del mencionado colegio profesional-contra 

el Colegio Público de Abogados de la Capital Federal, ordenando a este último que 

brinde a los actores la información solicitada relativa al balance contable del 

período 2013/2014 y al presupuesto del ejercicio 2015/2016 (fs. 2771281 vta} 

En primer lugar, la cámara sostuvo que la existencia de 

causa o controversia se mantiene en actualidad, en. la medida en que el 

requerimiento de acceso a la información formulado por los actores se encuentra 

insatisfecho, y que deben diferenciarse el acceso a la información requerido y las 

circunstancias fácticas en las cuales el pedido se exteriorizó. 

En segundo lugar, señaló que la solicitud de información se 

encuentra dirigida contra una entidad que cumple fines públicos relativos al 

gobierno de la matrícula y al control del ejercicio de la profesión. Agregó que esas 

facultades que pertenecen al Estado fueron delegadas por ley a ese organismo. 

Expuso la doctrina sentada por la Corte Suprema en los 

fallos "Asociación por los Derechos Civiles cl EN· P AMI" (Fallos: 335:2393) y 

"CIPPEC cl EN- MO Desarrollo Social" (Fallos: 337:256). Sobre esa base, destacó la 

relevancia del acceso a la información pública en aras de que las personas 

conozcan la manera en que se desempeñan los gobernantes y los funcionarios 

públicos. Apuntó que en una sociedad democrática las autoridades estatales se 

rigen por un criterio· de máxima divulgación, según el cual toda información se 

presume accesible y hay un sistema restringido de excepciones. Afirmó que toda 
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persona tiene derecho a solicitar información, sin necesidad de que acredite un 

interés particular en esa información. 

Finalmente, en consonancia con el dictamen fiscal, consideró 

que los ciudadanos y quienes participan de la vida política interna del colegio 

profesional demandado tienen derecho a acceder a la información sobre sus 

actividades, de modo tal de garantizar la participación y ei control democrático, 

máxime cuando no se alegó la concurrencia de alguna excepción. 

-II-
, 

Disconforme con ese pronunciamiento, el Colegio Público de 

Abogados de la Capital Federal interpuso recurso extraordinario federal (fs. 

308/318), que fue concedido por la cuestión federal invocada y rechazado por la 

arbitrariedad atribuida a la resolución (fs. 329), sin que existan constancias de la 

presentación de queja. 

La recurrente invoca la existencia de cuestión federal a 

partir de la interpretación de las normas en juego. Al respecto, afirma que el 

tribunal a qua ha realizado una lectura equivocada del decreto 1172/03 y de la 

jurisprudencia de la Corte Suprema. En este sentido, entiende que las 

disposiciones del referido decreto no resultan aplicables, en principio, al Colegio 

Público de Abogados de la Capital Federal, puesto que no figura expresamente 

entre los sujetos obligados por dicha normativa, ni se lo puede considerar 

implícitamente incluido, dado que no forma parte del Estado Nacional, no depende 

del Poder Ejecutivo Nacional y no recibe fondos públicos en forma directa o 

indirecta. 

Por otra parte, sostiene que la cámara interpreta 

erróneamente el alcance de los fines públicos que, según la ley 23.187, cumple 

dicho colegio profesional. Considera que esos fines públicos se refieren únicamente 

al gobierno de la matrícula y al régimen disciplinario de todos los abogados de la 

Capital Federal y que, en consecuencia, las únicas disposiciones del decreto 
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1172/03 que, por excepción, le resultan aplicables son aquellas que se vinculan a 

tales fines. De ello se desprende, según la recurrente, que solamente se encuentra 

obligada a hacer pública la información vinculada con los datos de los 

matriculados y las sanciones disciplinarias. 

-III-

A mi modo de ver, el recurso extraordinario es formalmente 

admisible, toda vez que se ha puesto en tela de juicio la interpretación de normas 

federales -decreto 1172103, arts. 14, 16, 32 Y 33, Constitución Nacional, arto 13, 

ConvenciónAmericana sobre Derechos Humanos y arto 19, Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos- (Fallos: 335:2393, "ADC" y 337:256, "CIPPEC cl EN­

M" Desarrollo Social") y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha 

sido contraria al derecho que el apelante fundó en ellas (art. 14, inc. 3, de la ley 

48). 

-N-

En el sub lite corresponde determinar si el Colegio Público de 

Abogados de la Capital Federal se halla obligado a brindar a los actores -en su 

carácter de abogados matriculados y delegados titulares de la Asamblea de 

Delegados del mencionado colegio profesional- la información contable y 

presupuestaria solicitada en atención a lo dispuesto por el decreto 1172/03 y las 

normas constitucionales que garantizan el acceso a la información pública_ 

En el caso "Asociación por los Derechos Civiles cl EN- PAMI" 

(Fallos: 335:2393, "ADC") la Corte Suprema decidió que una institución pública no 

estatal-el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados 

(p AMI)- se hallaba obligada a brindar datos sobre su publicidad oficial en aras 

de garantizar el derecho de acceso a la información pública. 

Allí recordó que la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos ha desprendido el derecho de acceso a la información del derecho a la 

libertad de pensamiento y de expresión, consagrados en el artículo 13 de la 
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Convención Americana sobre Derechos Humanos. Subrayó también, invocando la 

doctrina sentada por el tribunal interamericano en el caso "Claude Reyes y otros 

vs. Chile" (sentencia del 19 de septiembre de 2006, párr. 77), la idea de que el 

derecho de acceso a la información resulta fundamental. en toda sociedad 

democrática y tiene una doble vertiente: como derecho individual de toda persona 

a buscar información y como obligación positiva del Estado. de garantizar que se 

pueda acceder a la información solicitada o que, en su defecto, se reciba una 

respuesta fundamentada cuando exista una restricción legítima. Asimismo, señaló 

que la información solicitada debe ser entregada sin necesidad de acreditar un 

interés directo para su obtención o una afectación personal, es decir, que en 

materia de acceso a la información pública la legitimación activa es ampliao 

En cuanto a los sujetos obligados a brindar información 

pública, la Corte Suprema dijo que "para que los Estados cumplan con su 

obligación general de adecuar su ordenamiento interno con la Convención 

Americana en este sentido, no solo deben garantizar este derecho en el ámbito 

puramente administrativo o de instituciones ligadas al Poder Ejecutivo, sino a 

todos los órganos del poder público [, . .1 Dicha amplitud supone incluir como 

sujetos obligados no solamente a los órganos públicos estatales, en todas sus 

ramas y niveles, locales o nacionales, sino también a empresas del Estado, 

hospitales, las instituciones privadas o de otra índole que actúan con capacidad 

estatal o ejercen funciones públicas" (considerando 10°). 

Precisó que " ... que aun cuando el recurrente no posea 

naturaleza estatal, dadas sus especiales características y los importantes y 

trascendentes intereses públicos involucrados, la negátiva a brindar la 

información requerida constituye un acto arbitrario e ilegítimo en el marco de los 

principios de una sociedad democrática e implica, en consecuencia, una acción que 

recorta en forma severa derechos que son reservados c..) a cualquier ciudadano, 

en tanto se trate de datos de indudable interés público y que hagan a la 
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transparencia y a la publicidad de gestión de gobierno, pilares fundamentales de 

una sociedad que se precie de ser democrática" (considerando 7°). Y concluyó que 

"el objeto del reclamo trata de la solicitud de una información pública a una 

institución que gestiona intereses públicos y que detenta una función delegada del 

Estado, siendo indiscutible la interacción entre el ente demandado y la 

administración estatal (confr. dictamen fiscal de fs. 92/97). Por lo que, con ese 

alcance, la asociación actora posee el derecho a que le brinden la información 

solicitada en forma completa y la demandada tiene la obligación de brindarlo, 

siempre que no demuestre -circunstancia que no se ha dado en la especie- que 

le cabe alguna restricción legal" (considerando 13°). 

En ese marco jurídico, cabe destacar que el Colegio Público 

de Abogados de la Capital Federal es una persona jurídica de derecho público no 

estatal que ejerce funciones delegadas por el Estado. En efecto, gestiona intereses 

públicos en materia de control del ejercicio de la profesión de abogado, gobierno de 

la matrícula y poder disciplinario sobre sus matriculados en el ámbito de la 

Capital Federal (arts. 17 y 20, incs. a y b, ley 23.187). 

La interacción entre el Colegio Público de Abogados de la 

Capital Federal y el Estado se desprende, además,de otras finalidades generales 

reconocidas por el legislador; por ejemplo, contribuir al mejoramiento de la 

admiru.~tración de justicia o colaborar con los poderes públicos en la elaboración de 

la legislación en general (art. 20, incs. e y h, ley 23.187). Esa interacción luce más 

evidente aun a poco que se repara en que dicha entidad cuenta con representantes 

permanentes en el Consejo de la Magistratura de la Nación y en el Jurado de 

Enjuiciamiento de los Magistrados (arts. 2 y 22, ley 24.937 y sus modificatorias), 

órganos constitucionales de indudable naturaleza estatal y fines públicos (arts. 

114 y 115, Constitución Nacional). 

Con respecto a la naturaleza de la información· requerida, 

cabe destacar que la información contable y presupuestaria del Colegio Público de 
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Abogados de la Capital Federal reviste un carácter eminentemente público, no 

sólo por ser materia inherente al control del gobierno de la entidad, sino también 

porque los recursos de dicho colegio profesional se conforman sustancialmente con 

aportes obligatorios fijados por ley y que deben ser integrados por la totalidad de 

los profesionales matriculados (art. 51, ley 23.187). 

En este punto corresponde señalar que media una directa 

vinculación entre el acceso a la información y el resguardo de la transparencia y la 

publicidad de la gestión de los asuntos públicos, lo que resulta aplicable a un 

entidad que administra fondos que resultan de aportes compulsivos fijados por la 

ley. Ello además se ve reforzado por el principio de máxima divulgación que rige 

en la materia, según el cual toda información en poder de autoridades públicas 

debe presumirse accesible, sujeta a un sistema restringido de excepciones legales 

(Fallos: 335:2393, "ADC"). 

Finalmente, en lo que respecta a la legitimación activa, ésta 

ha sido interpretada con un alcance amplio que no requiere acreditar un interés 

calificado del demandante (Fallos: 335:2393, "ADC"; 337:256, "CIPPEC"; 339:827, 

"Garrido", y dictamen de esta Procuración General de la Nación en este último 

caso, 19 de agosto de 2015). De allí resulta razonable considerar que tienen 

legitimación los integrantes del órgano colegiado de gobierno del Colegio Público 

de Abogados de la Capital Federal, que debe analizar -aprobar o rechazar- los 

balances y presupuestos anuales de la institución, y que, de Ilse modo, invocan un 

interés concreto y directo en contar con la información necesaria para llevar a cabo 

esa evaluación. 

En este orden de ideas, cabe concluir que los actores tienen 

derecho a que el Colegio Público de Abogados de la Capital Federal les brinde la 

información solicitada en forma completa e integral y que éste tiene el deber de 

brindarla en atención a lo dispuesto por las normas constitucionales que 
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garantizan el derecho de acceso de la información pública y por el decreto 1172/03, 

máxime cuando no se ha acreditado la existencia de alguna excepción legal. 

Finalmente, cabe señalar que la solución que propicio es 

consistente con la Ley 27.275 de Acceso a la Información Pública (B.O. 29 de 

septiembre de 2016), en especial lo normado en su artículo 7, inciso 1. 

-v-
Por todo lo expuesto, opino que corresponde rechazar el 

recurso extraordinario interpuesto y confirmar la sentencia apelada. 

Buenos Aires, 22 de noviembre de 2017. 

ES COPIA VÍCTOR ABRAMOVICH 
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